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Resumen. Los procesos electorales en el Perú enfrentan una amenaza 
creciente derivada de las interferencias del crimen organizado, cuya 
lógica no busca necesariamente la interrupción del régimen democrático, 
sino la penetración instrumental de sus instituciones y representantes 
para gestionar impunidad y rentas. A partir de los enfoques de 
gobernanza del riesgo y la teoría de la prevención situacional del delito, 
este estudio operacionaliza la amenaza en dos dimensiones: delitos 
violentos y economías ilegales. Se desarrolla una medición indirecta 
mediante proxys basados en datos secundarios oficiales cuantitativos 
sobre el desarrollo de ciertos delitos y economías ilegales; a partir de lo 
que se desarrolla un panel amplio de expertos para el análisis cualitativo 
y valoración de riesgo y amenazas del crimen organizado y las economías 
ilegales sobre los procesos electorales. Los resultados muestran que, 
aunque la violencia se extiende, no es la amenaza determinante a los 
procesos electorales; en contraste, hay una extendida y amplia amenaza 
relacionada a la financiación de las economías ilegales de candidatos y 
partidos, lo que parece relacionarse menos a una dinámica de infiltración 
ocasional, y más al desarrollo de representaciones políticas de intereses 
ilegales que se gestionan de manera cada vez más abierta. 

Palabras clave. Homicidio, crimen organizado, economías ilegales, lavado 
de activos, elecciones, democracia, Perú.
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Abstract: Electoral processes in Peru face a growing threat from organised 
crime interference. Rather than seeking to disrupt the democratic regime, 
organised crime operates under an instrumental logic aimed at 
penetrating state institutions and representatives to secure impunity and 
extract rents. Drawing on risk governance frameworks and situational 
crime prevention theory, this study operationalizes the threat along two 
dimensions: violent crime and illegal economies. We develop an indirect 
measurement using proxies based on official quantitative secondary data 
concerning the development of  specific crimes and illegal economies. 
Building on this, a broad panel of  experts was convened to conduct a 
qualitative analysis and assess the risks and threats that organised crime 
and illegal economies pose to electoral processes. The findings indicate 
that while violence is expanding, it is not the decisive threat to elections. 
In contrast, there is a pervasive and widespread threat stemming from the 
financing of  candidates and political parties by illegal economies. This 
dynamic appears to be less about occasional infiltration and more about 
the emergence of  political representations of  illegal interests that are 
managed in an increasingly overt manner.

Keywords: Intentional homicide, Organised crime, Illegal economies, 
Money laundering, Elections, Democracy, Peru.
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1. MARCO DE ANÁLISIS
Una aproximación conceptual: amenazas, riesgos, daños

Los Estados democráticos de derecho implican elecciones 
competitivas, libres y auténticas, mediante las cuales se renuevan los 
representantes políticos y se legitima el ejercicio del poder (Dahl, 
1989; Przeworski, 1991). No obstante, estos procesos enfrentan 
amenazas que pueden afectar su integridad y transparencia, entre 
ellas la intervención del crimen organizado, que puede capturar, 
instrumentalizar o distorsionar las instituciones electorales para sus 
intereses (Schedler, 2002; Della Porta & Vannucci, 2012). Una 
manera de abordar estas amenazas implica un enfoque de Risk 
governance, o una secuencia lógica y acumulativa orientada a la 
identificación, análisis y mitigación de riesgos, al control de daños 
y a un ciclo de evaluación, prevención y respuesta (Renn, 2008). Se 
produce un funcionamiento secuencial:

Amenazas. Aunque su naturaleza es diversa (incluyendo 
desastres o crisis políticas), en el ámbito de la seguridad del 
proceso electoral el análisis se centra en amenazas 
derivadas de una intencionalidad negativa humana. Estas 
suponen la presencia de un actor hostil que actúa de 
manera deliberada para causar perjuicios, mediante 
acciones social o discursivamente construidas para generar 
daños (Battistelli & Galantino, 2018).

Riesgos. Se definen como el producto de la probabilidad de 
ocurrencia de un evento y la magnitud de sus consecuencias. 
El riesgo vincula la (probabilidad de la) amenaza con la 
(exposición o debilidad o) vulnerabilidad del sujeto. Al estar 
asociado a la incertidumbre sobre resultados futuros, la 
gestión se orienta a reducir dicha incertidumbre (Saldaña, 
García, Manzanedo & Ritzel, 2003)

Daños. Se entiende como el impacto identificable de un evento o 
situación que reduce el bienestar de una persona o institución 
(Fernández, 2020). Aunque el análisis suele centrarse en daños 
físicos y patrimoniales, el inventario puede abarcar múltiples 
afectaciones, incluyendo daños psicológicos, financieros y 
económicos, culturales, así como perjuicios al reconocimiento y a 
la autonomía del sujeto o institución (Canning et al., 2021). 
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El crimen organizado: amenazas a los procesos electorales

Si bien el delito y la violencia no son las únicas amenazas a la 
seguridad de la ciudadanía y a los procesos electorales, son 
variables que representan una amenaza creciente y que puede 
generar diversos problemas logísticos, operativos, y de 
gobernabilidad —y que son una de las principales preocupaciones 
de la ciudadanía, que percibe altos niveles de inseguridad en la vida 
cotidiana (Dammert et al. 2017)—. Asumimos, por lo tanto, dos 
grupos conceptuales para establecer un marco operativo de 
amenazas:

Delito. Se entiende bajo una definición jurídica formal. El 
delito es toda conducta (acción u omisión) dolosa o culposa 
que se encuentra proscrita y penada por la Ley (Mininter, 
2022b). Para que un acto sea considerado delito, debe 
cumplir con la dogmática penal: ser una acción típica, 
antĳurídica y culpable (Peña & Almanza, 2010).

Violencia. Se define como el uso (o la amenaza de uso) de 
fuerza física o psicológica para causar daño, ya sea 
directamente o como instrumento para otro fin (Mininter, 
2022b). i) La violencia puede dirigirse contra personas, 
grupos o comunidades; y que ii) no toda forma de violencia 
implica un delito: existen formas de violencia no criminal 
(como faltas o negligencias) que, aunque no estén 
penalizadas o no se pueda probar el dolo, constituye una 
amenaza a la seguridad. 

De este amplio conjunto, nos concentramos en aquellas amenazas 
que derivan de la presencia, acciones violentas y delitos, del crimen 
organizado. Si bien no se dispone de una única definición 
convencional de crimen organizado (Von Lampe, 2016; 2019), la 
Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional (Convención de Palermo) plantea 
elementos relevantes que permiten delinear una aproximación: el 
grupo delictivo organizado se entiende “como un colectivo 
estructurado de tres o más personas, con vocación de permanencia 
y orientado a la comisión concertada de delitos graves con el fin de 
obtener un beneficio económico u otro provecho de naturaleza 
material” (ONU, 2000). 
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En el Perú el término “organización criminal” se define en la Ley 
contra el Crimen Organizado (Ley 30077 de 2013), que adapta los 
criterios de la ONU, precisando que dichas organizaciones se 
distinguen por su estructura jerárquica o funcional, su continuidad 
en el tiempo y su capacidad operativa para ejecutar delitos. La 
legislación peruana incorpora una lista taxativa de actividades ilícitas 
—que incluye el tráfico ilícito de drogas, la minería ilegal, el lavado 
de activos y otras economías criminales— sobre las cuales se articula 
la acción estatal. La legislación peruana tampoco proporciona una 
definición legal de crimen organizado, pero plantea dos conceptos 
sobre los que se articula el modelo de análisis e intervención:

Organización criminal. “Todo grupo con compleja 
estructura desarrollada y mayor capacidad operativa 
compuesto por tres o más personas con carácter 
permanente o por tiempo indefinido que, de manera 
concertada y coordinada, se reparten roles correlacionados 
entre sí, para la comisión de delitos de extorsión, secuestro, 
sicariato y otros delitos […], con el fin de obtener, directa o 
indirectamente, un beneficio económico u otro de orden 
material” (Ley 30077, Artículo 2.1., literal a., modificado 
por Ley 32138, Artículo 2).

Grupo con estructura desarrollada. “El grupo de tres o más 
personas que no ha sido constituido fortuitamente y en el 
que necesariamente sus miembros tienen determinados 
roles y correlacionados entre sí, que logran de esa manera 
su permanencia en el tiempo e integración en la 
organización” (Ley 30077, Artículo 2.1., literal b., 
modificado por Ley 32138, Artículo 2).

La legislación vigente en 2025 (actualizada en 2024) establece que “La 
comisión del hecho punible se materializa con la concurrencia de un 
grupo con compleja estructura desarrollada y con mayor capacidad 
operativa, potencialmente capaz de llevar a cabo un programa 
criminal” (Ley 30077, Artículo 2.2., modificado por Ley 32138, Artículo 
2). Además, se definen dos términos empleados en ambas definiciones:

Capacidad operativa: Suma de medios y recursos idóneos, 
de hecho o de derecho, para el desarrollo del programa 
criminal. (Ley 30077, Artículo 2.1., literal c., modificado 
por Ley 32138, Artículo 2).
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Delito grave. Son aquellos delitos sancionados con pena 
privativa de libertad mayor de seis años. (Ley 30077, Artículo 
2.1., literal d., modificado por Ley 32138, Artículo 2).

No obstante, para un análisis de riesgo en contextos electorales, la 
definición normativa implica algunos problemas (pues no existen 
datos específicos catalogados sobre el crimen organizado y sus 
acciones que permita establecer una medición de su tamaño o de 
su extensión epidemiológica). Así, las organizaciones criminales no 
operan como entidades abstractas, sino como actores insertos en 
entornos económicos y políticos en constante transformación, lo 
que exige metodológicamente operacionalizar el fenómeno a partir 
de manifestaciones empíricamente observables y registrables en 
bases de datos (Mujica et al., 2023; Mujica et al., 2026b; Zevallos 
Trigoso et al., 2023). 

La premisa del estudio es que el crimen organizado se puede 
estudiar a través de eventos que, en conjunto, permiten 
aproximarse a la intensidad y modalidades de su presencia. En 
lugar de estimar la presencia opaca de actores, buscamos centrar el 
análisis en identificar y catalogar sus expresiones externas 
asociadas a tres dimensiones:

Delitos violentos asociados al crimen organizado. 
Comprende las expresiones más explícitas de coerción 
física y letalidad. Eventos verificables como homicidios (que 
incluye reportes de “sicariato”), secuestros o dinámicas de 
extorsión. Estos hechos constituyen indicadores críticos y 
pueden asociarse al uso instrumental de la violencia.

Economías ilegales asociadas al crimen organizado. Esta 
dimensión se concentra en las condiciones de materialidad 
de las cadenas de suministro ilícitas. Lo que se registra no 
es la organización criminal, sino sus operaciones: zonas de 
extracción ilegal, presencia de insumos, rutas, nodos de 
exportación y puntos de venta. 

Delincuencia financiera: lavado de activos y delitos conexos 
asociados al crimen organizado. Esta categoría abarca las 
expresiones más sofisticadas y menos visibles, orientadas a 
la gestión de capitales ilícitos. Operaciones de lavado de 
activos y actos de corrupción contra la administración 
pública. 
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Enfoque de la oportunidad delictiva

La aparición de las amenazas (en este caso las manifestaciones del 
delito y la violencia asociadas al crimen organizado) implican un 
escenario, que puede ser estudiado a partir de un enfoque 
situacional. Esta perspectiva plantea que los delitos no ocurren 
aleatoriamente en el espacio ni en el tiempo, sino que pueden 
entenderse como eventos cuya probabilidad varía en función de la 
oportunidad delictiva. Con base en la teoría de las actividades 
rutinarias (Cohen & Felson, 1979), un incidente criminal ocurre 
cuando convergen en tiempo y espacio tres elementos: 1) un actor 
motivado con intencionalidad negativa; 2) un objetivo adecuado, 
sea una víctima u objeto alcanzable; y 3) la ausencia de vigilancia 
eficaz, entendida como la falta de control capaz de prevenir, inhibir 
o contener el acto.

En este modelo, la gestión de la seguridad equivale a la gestión de 
las variables de la oportunidad delictiva, y el análisis de riesgos 
consiste en evaluar su configuración situacional. El enfoque no 
busca eliminar las causas sociales profundas del crimen, sino 
interrumpir la convergencia de los elementos que incrementan su 
probabilidad. Aplicado a las amenazas del crimen organizado 
sobre el proceso electoral, el análisis se estructura en torno a: 1) el 
agresor motivado, examinando sus intereses y la incidencia de 
violencia y delitos asociados; 2) el objetivo vulnerable, identificando 
dinámicas atractivas para el crimen organizado, como la presencia 
de commodities ilegales; y 3) la ausencia de vigilancia, evaluando 
la capacidad de la seguridad pública en determinados espacios. El 
nivel de riesgo resulta de la interacción entre estas tres variables. 
Asimismo, el modelo ofrece una secuencia lógica para la 
intervención: identificar amenazas (actores), gestionar riesgos 
(vulnerabilidades) y reducir daños (impactos), disminuyendo así la 
probabilidad situacional del delito (Felson & Clarke, 1998).

Elecciones democráticas: partidos, instituciones y procesos electorales

Las democracias contemporáneas son sistemas en los que el acceso 
a los cargos de autoridad se define mediante competencia regulada, 
sufragio inclusivo y libertades públicas efectivas (Dahl, 1989). En 
este marco, la democracia no se limita a la existencia de elecciones, 
sino que descansa en un entramado institucional que garantiza la 
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participación ciudadana y el control del poder. No obstante, las 
elecciones constituyen el mecanismo central mediante el cual las 
preferencias ciudadanas se traducen en mandatos de 
representación, bajo principios de libertad, periodicidad, 
competitividad y transparencia (Nohlen, 2004). A través de ellas se 
renuevan las élites políticas y se define la orientación estratégica del 
gobierno, funciones clave para la gobernabilidad democrática y la 
estabilidad del sistema político (Mainwaring & Scully, 1995). Una 
elección es plenamente democrática cuando cumple tres 
condiciones: incertidumbre ex ante sobre el resultado, 
irreversibilidad ex post de los resultados y repetición indefinida del 
proceso en el tiempo (Schumpeter, 1942; Przeworski, 1991).

El marco constitucional vigente en Perú desde 1993 configura un 
régimen unitario, representativo y descentralizado con Elecciones 
Generales. Estas se realizan cada cinco años para elegir al 
presidente, dos vicepresidentes y a los miembros del Congreso 
(bicameral), sin posibilidad de reelección inmediata para la 
Presidencia. Ahora, para analizar los riesgos que enfrenta el 
proceso electoral frente al crimen organizado, buscamos 
operativizarlos a través de las amenazas, vulnerabilidades y riesgos 
a las funciones de tres actores clave del proceso: los partidos 
políticos, el electorado y las instituciones electorales.  

Los partidos políticos. Constituyen el eje estructural de la 
democracia representativa y cumplen funciones esenciales 
de agregación de intereses, reclutamiento de élites y 
articulación programática (Sartori, 1976; Katz & Mair, 
1995). En el caso peruano, la legislación los define como 
expresiones del pluralismo democrático que concurren a la 
formación de la voluntad popular y a los procesos 
electorales, siendo instituciones fundamentales para la 
participación política y base del sistema democrático (Ley 
28094, Ley de Partidos Políticos, Artículo 1).

Los electores. Constituye el soberano democrático y la base 
material de la legitimidad del sistema. En el Perú, el 
sufragio es universal, secreto y obligatorio hasta los 70 años 
(Constitución Política del Perú, 1993, art. 31). A través del 
voto, la ciudadanía cumple una doble función: otorga 
mandatos de representación y ejerce accountability 
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vertical, premiando o sancionando el desempeño 
gubernamental (O’Donnell, 1998).

Las instituciones electorales. El Perú adopta un modelo de 
gobernanza electoral tripartito, integrado por organismos 
constitucionalmente autónomos (Constitución Política del 
Perú, 1993, art. 177): el Jurado Nacional de Elecciones 
(JNE), órgano supremo de justicia electoral y proclamación 
de resultados; la Oficina Nacional de Procesos Electorales 
(ONPE), autoridad técnica responsable de la organización, 
logística y cómputo de votos; y el Registro Nacional de 
Identidad y Estado Civil (RENIEC), encargado de la 
identificación ciudadana y la elaboración del padrón 
electoral. Este diseño se alinea con estándares 
internacionales de integridad electoral al separar funciones 
administrativas, jurisdiccionales y registrales (IDEA, 2019).

Amenazas del crimen organizado a las elecciones democráticas 

Una amplia literatura ha identificado múltiples amenazas al orden 
democrático en América Latina. El énfasis se centró en la 
interrupción abrupta del régimen mediante golpes de Estado, 
pronunciamientos militares o insurgencias armadas orientadas a 
sustituir el orden constitucional, así como en formas de violencia 
política y conflictos internos de carácter ideológico (Mainwaring & 
Pérez-Liñán, 2013; Pion-Berlin & Trinkunas, 2007; Kalyvas, 2006). 
Sin embargo, se observa un desplazamiento hacia amenazas ejercidas 
por actores que no buscan derrocar al Estado ni cancelar elecciones, 
sino capturar instituciones y procesos para asegurar protección, 
continuidad operativa e impunidad, o controlar territorios para 
sostener economías ilegales (Reuter, 1983; Paoli, 2003; Garay-
Salamanca et al., 2010; Lessing, 2015; Mujica et al., 2026b). En este 
marco, el crimen organizado emerge como una amenaza central 
cuya lógica no es ideológica, sino instrumental y orientada a la 
maximización de beneficios económicos (Varese, 2010).

Desde esta perspectiva, la competencia electoral opera como 
escenario regulado por reglas formales, pero permeable a 
influencias informales orientadas a controlar autoridades, 
condicionar decisiones públicas y moldear la asignación de 
recursos (Della Porta & Vannucci, 2012; Snyder & Durán-
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Martínez, 2009). Las elecciones dejan así de ser solo un 
procedimiento democrático para convertirse en un activo 
estratégico disputado por organizaciones criminales interesadas en 
infiltrar representación, capturar rentas y asegurar protección 
institucional. En este marco, el crimen organizado interviene en la 
arena electoral mediante acciones específicas (varias 
empíricamente observables), agrupables en una tipología de 
amenazas que va desde la violencia directa hasta la captura 
institucional.

Violencia criminal como herramienta política. La violencia 
dirigida contra autoridades, candidatos y operadores 
electorales afecta directamente la autonomía del proceso. 
Homicidios selectivos, ataques armados, amenazas, extorsiones 
o secuestros buscan excluir actores contrarios a intereses ilícitos 
y facilitar regímenes locales de gobernanza criminal, alterando 
la oferta electoral y el comportamiento de los candidatos (Trejo 
& Ley, 2020; Garay Salamanca et al., 2010).

El elector como objetivo estratégico. El electorado es 
vulnerable a mecanismos de coacción y manipulación. La 
evidencia sobre clientelismo y compra de votos muestra 
que la precariedad socioeconómica incrementa la 
efectividad de incentivos materiales y presiones informales, 
las cuales, en territorios con presencia criminal, pueden 
combinarse con amenazas directas o provisión ilegal de 
bienes y servicios (Stokes, 2005; Nichter, 2008).

Financiamiento ilícito. El ingreso de recursos provenientes 
de economías ilegales a campañas y organizaciones 
políticas genera relaciones de dependencia, captura 
normativa y control informal sobre decisiones públicas 
clave. En contextos de débil institucionalización partidaria, 
los partidos se vuelven vehículos permeables al lavado de 
activos y a la inserción de operadores criminales (Della 
Porta & Vannucci, 2012; Levitsky & Cameron, 2003).

Debilitamiento, captura o violencia contra las instituciones 
electorales. Las organizaciones criminales también buscan 
erosionar o capturar a las instituciones encargadas de 
garantizar la integridad electoral, explotando brechas de 
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fiscalización, generando opacidad territorial y presionando 
a funcionarios locales mediante coerción, manipulación 
documental o control del territorio, incluso mediante 
violencia directa en contextos críticos (Acemoglu & 
Robinson, 2012).

La literatura es consistente al indicar que el Estado peruano tiene 
limitaciones para ejercer el control del territorio, especialmente en 
áreas donde convergen informalidad y geografía compleja 
(Zevallos et al., 2023; Mujica et al., 2024a; 2024b; Campos-
Vásquez et al., 2026). 1) Quienes administran la elección (JNE, 
ONPE, RENIEC) no tienen capacidad de policiamiento, y 2) 
quienes tienen capacidad de policiamiento (PNP, Fuerzas 
Armadas) enfrentan limitaciones para ejercer el control territorial 
(Mujica, Zevallos Trigoso & Campos-Vásquez, 2025). 3) La 
capacidad de detección ex post de flujos ilegales de dinero se ve 
severamente limitada por la brecha entre el tamaño de los flujos y 
transacciones de la economía sumergida (Mujica & Galdós, 2016) 
y las limitaciones operativas de la Unidad de Inteligencia 
Financiera (UIF) (Mujica, Zevallos Trigoso & Campos-Vásquez, 
2026a). 

El conjunto de elementos permite configurar un ejercicio de 
organización que busca determinar las amenazas y riesgos del crimen 
organizado al proceso electoral en Perú, considerando: 1) la organización 
de variables del proceso electoral a través de las funciones críticas 
(aquellas determinantes para la realización de elecciones) de los 
actores clave (que configuran los tres ejes del proceso) (la víctima 
disponible, en términos de la teoría de la oportunidad delictiva). 2) A 
estos actores y funciones se le asocian amenazas que se asocian a la 
presencia y actividad del crimen organizado (el agresor motivado); 3) y 
se plantea los problemas, generales de control Estatal (la vigilancia 
eficaz o ineficaz). Como resultante, se plantea el escenario de riesgo 
consecuencia de la disposición general de esas variables. 
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Objetivos del estudio

La articulación entre control territorial limitado, crimen 
organizado como amenaza y vulnerabilidades del proceso 
electoral, permite construir un marco analítico. El objetivo general 
es desarrollar una herramienta que permita analizar, clasificar y 
valorar los riesgos generales que el crimen organizado y las 
economías ilegales generan sobre el proceso electoral, a nivel 
regional en Perú. De este se desprenden tres objetivos específicos: 
1) identificar y sistematizar las principales amenazas y factores de 
riesgo asociados al crimen organizado que afectan al proceso 
electoral; 2) construir un marco de análisis basado en indicadores 
indirectos que permita aproximarse a dichas amenazas a nivel 
regional; y 3) desarrollar una valoración cualitativa del riesgo 
electoral orientada a la toma de decisiones públicas.

Elaborado por Mujica, Zevallos Trigoso & Campos-Vásquez (2026). 

Tabla 1. Estructura de análisis sobre las amenazas del crimen 
organizado al proceso electoral
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2. METODOLOGÍA
Diseño del estudio. Se ha diseñado un estudio descriptivo y 
exploratorio, basado en un modelo mixto cuantitativo y cualitativo, 
con un enfoque aplicado, para analizar riesgos en contextos 
electorales caracterizados por alta incertidumbre y presencia de 
amenazas asociadas al crimen organizado. El estudio busca 
analizar y valorar escenarios de riesgo electoral a partir de 
información indirecta, pues no existen indicadores directos ni 
sistemas de medición consolidados. Este diseño implica un 
tratamiento de la información disponible cuantitativa, para el 
análisis cualitativo, orientado a la construcción de criterios y 
categorías de análisis relevantes para el problema de investigación 
(Marradi, Archenti & Piovani, 2007) —es una lógica de análisis 
cualitativo basado en indicadores proxy cuantitativos, lo que 
permite organizar, comparar e interpretar información secundaria 
heterogénea sin reducir el fenómeno a mediciones simplificadas o 
índices sintéticos—. La metodología privilegia la lectura contextual 
y relacional del riesgo electoral, antes que la producción de 
estimaciones exactas de magnitud.

Unidades de análisis. Las unidades de análisis del estudio son las 
regiones políticas (departamentos) del Perú. La elección de esta 
escala territorial responde a criterios analíticos y operativos. En 
primer lugar, la mayoría de las fuentes de información disponibles 
permite desagregaciones consistentes a nivel regional, lo que 
facilita la comparación territorial. En segundo lugar, permite una 
visión panorámica para testar el enfoque teórico y la metodología. 
Sin embargo, para tener una visión precisa se requiere recopilar 
datos y hacer análisis a escalas subregionales o locales.

Metodología. Se opta por una estrategia de medición indirecta, la 
sistematización de indicadores proxy, entendidos como variables 
indirectas que capturan distintas manifestaciones empíricas del fenómeno, 
organizados en torno a tres dimensiones coherentes con el marco teórico: 
1) amenazas asociadas al crimen organizado; 2) capacidades de vigilancia 
y control estatal; 3) vulnerabilidades del proceso electoral, vinculadas a 
actores y funciones críticas. Así, se ha organizado un estudio en dos fases: 
la primera fase se concentra en la recopilación de información cuantitativa 
de fuente abierta, la segunda en el procedimiento de análisis de esa 
información a partir de paneles de expertos. 



18

Primera fase (sistematización de datos cuantitativos). Buscamos 
identificar, recolectar, sistematizar y sintetizar datos 
basados en el enfoque de la oportunidad delictiva sobre 
crimen organizado y economías ilegales, de fuente abierta 
(producida oficialmente, registrada y publicada, y 
periódica) lo que permitiría replicar el análisis. Se incluyen 
registros sobre 1) los agresores: datos administrativos y 
denuncias policiales sobre delitos violentos relevantes, 
encuestas de victimización, y datos oficiales relacionados 
con producción, transporte, decomisos o comercialización 
de bienes ilícitos. Se incorporan registros agregados 
vinculados a la delincuencia financiera y al lavado de 
activos, particularmente información sobre operaciones 
sospechosas. Asimismo, 2) se incorporan registros sobre la 
vigilancia y control asociados a la capacidad del Estado y al 
control territorial (ratio de efectivos de la Policía Nacional 
del Perú por 100,000 habitantes). Además, se consideran 3) 
datos de la víctima, asociada a datos disponibles sobre 
incidencias de violencia en elecciones provenientes de los 
organismos estatales. 

Segunda fase (análisis cualitativo). Busca analizar a partir de la 
evaluación de expertos, las condiciones de probabilidad de 
la manifestación de la amenaza del crimen organizado en 
el proceso electoral por cada región. Para ello se presenta 
los resultados de la sistematización de datos cuantitativos a 
paneles de expertos, que evalúan, por un lado, el riesgo 
asociado, y, por otro lado, analizan las condiciones 
particulares de cada región (tipo de riesgo, foco del riesgo, 
actores). Se formaron seis paneles de tres expertos, cada 
panel implica entrevistas individuales, y se dirigió a analizar 
un conjunto de regiones agrupadas en función de 
proximidad geográfica, y antecedentes comunes de 
presencia de economías ilegales o crimen organizado. La 
selección de expertos obedeció a un doble criterio: 
investigadores o especialistas de instituciones de la sociedad 
civil con experiencia de al menos cinco años en las regiones 
asociadas; funcionarios o exfuncionarios especializados en 
seguridad, economías ilegales, crimen organizado, o 
procesos electorales, con al menos cinco años de 
experiencia en el área. 
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Herramientas e instrumentos. La primera fase se organizó sobre una 
herramienta base, un tablero de Excel para organizar los 
indicadores proxy por región y por dimensión analítica 
(Herramienta 1), preservando la trazabilidad de cada variable con 
su fuente original. La segunda fase se dispuso sobre una 
herramienta de análisis de riesgo (Herramienta 2) con dos 
instrumentos específicos: un instrumento de valoración de riesgo 
compuesto por un tablero de síntesis de los datos cuantitativos de 
las regiones a ser analizadas, y un tablero de valoración de escalas 
de riesgo que marcan (gravedad y probabilidad de ocurrencia de 
las amenazas); y un instrumento para valorar la importancia de las 
manifestaciones más relevantes del crimen organizado, los actores 
amenazantes y los espacios amenazados prioritarios. 

Procedimientos de análisis y valoración del riesgo. En la primera fase, se 
sistematizan indicadores proxy cuantitativos (considerando las 
severas limitaciones de información). En la segunda fase, se 
desarrolla una valoración cualitativa del riesgo basada en el juicio 
experto, lo que permite construir una matriz integrada, que 
combina los resultados en un reporte regional. La lógica del 
enfoque no reside en la interpretación aislada de cada indicador 
cuantitativo o en un índice numérico, sino en el análisis del 
conjunto de datos disponibles, y en el conocimiento experto, 
fundamentado en el principio de triangulación (la integración de 
múltiples fuentes de información, dimensiones analíticas e 
instrumentos de valoración, para reforzar la coherencia del análisis 
y reducir la dependencia de una única fuente o indicador). Eso 
implica validez contextual, de modo que los resultados son sólidos 
cuando existe convergencia de evidencias y coherencia con el 
contexto territorial e institucional analizado, lo que es una 
alternativa eficiente para estudios en temas con información 
limitada y para la toma de decisiones respecto de fenómenos con 
alta incertidumbre o poca información consolidada. Sin embargo, 
esto entrega resultados generales a nivel de región, lo que requiere 
focalizar el estudio posterior a nivel provincial y distrital.



20

3. RESULTADOS
3.1. Datos cuantitativos sobre amenazas y 
riesgos del crimen organizado a las elecciones

Aun cuando la presencia y (en muchos casos) crecimiento del 
crimen organizado y la violencia es clara, la disposición de los datos 
cuantitativos es limitada. Esta sección busca sistematizar la 
información clave disponible, mediante el uso de la Herramienta 1 
[H1], que permita una aproximación a actividades asociadas al 
crimen organizado, los mercados ilegales, la violencia asociada a 
los procesos electorales. Para ello, identificamos información de 
fuente abierta, pública y oficial, con datos y metodologías 
disponibles. Se revisaron y extrajeron datos de portales de 
instituciones del Estado peruano, priorizando las que incluyen 
matrices de datos descargables. Se organizó cada variable en 
matrices independientes por región. Se optó por el periodo 2020 a 
2024 debido a que 1) el 2020 fue el último año preelectoral, 
respecto a las elecciones presidenciales del 2021, y que el estudio 
pone énfasis en dinámicas previas a los procesos electorales; 2) se 
trata del año marcado por la pandemia de COVID-19, que 
interrumpe un patrón previo y señala un punto de inflexión en las 
tendencias del delito en general (Mujica, et al., 2025); 3) el periodo 
concentra la mayor disponibilidad y continuidad de datos 
comparables a nivel regional.

El análisis de datos disponible permitió seleccionar trece variables 
(Tabla 2) (se excluyeron datos e indicadores no actualizados, que no 
se encontraban disponibles para la mayor parte del periodo 
analizado, o no que no contaban con un nivel de desagregación 
regional). Las variables seleccionadas incluyen datos producto de 
mediciones directas, estimaciones indirectas y registros 
administrativos. En la mayoría de los casos, los indicadores reflejan 
capacidades de detección, control o reporte del Estado, por lo que 
deben entenderse como una aproximación y no como una 
estimación de magnitud (útil como insumo de análisis, pero no una 
representación de la realidad). Los indicadores presentan 
diferencias en cobertura, periodicidad y metodología de 
producción, por lo que no deben entenderse como medidas 
exhaustivas ni acumulables.  
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La organización de los datos respondió a tres criterios: 1) los datos 
se organizaron a nivel regional; 2) los datos son oficiales y de acceso 
abierto; en los casos de estimaciones indirectas —como las 
asociadas a madera y oro ilegal— se transparentan los 
procedimientos de construcción del dato; 3) la sistematización se 
orientó a facilitar una lectura cualitativa de las tendencias generales 
de las variables (para la segunda fase de la metodología). 

Los trece indicadores se sistematizaron en un tablero de Excel que 
generó una base de datos. Los indicadores se clasificaron en una 
escala simple de valoración que permite establecer por cada región 
la gravedad e importancia del fenómeno con criterios autónomos 
(explicitados en la Tabla 3) para marcar si se trata de un fenómeno 
con alta relevancia (3), mediana relevancia (2), o poca relevancia (1) 
según los datos disponibles. Esto permitió producir un tablero 
sintético (Tabla 4) con la tabulación a nivel regional considerando 
el último año registrado (2024) que tienen los datos completos (solo 
en el caso de madera ilegal se tomó el año 2023 por ser el año más 
actualizado). Este es el punto de partida del análisis cualitativo.
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Tabla 2. Variables proxy sobre riesgos del crimen organizado sobre el proceso electoral [H1]

Elaborado por Mujica, Zevallos Trigoso & Campos-Vásquez (2026).
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Tabla 3. Criterios para la valoración de intensidad de los datos cuantitativos [H1]

Elaborado por Mujica, Zevallos Trigoso & Campos-Vásquez (2026).
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Tabla 4. Síntesis de la situación de variables de análisis a nivel departamental, 2024 [H1]

Elaborado por Mujica, Zevallos Trigoso & Campos-Vásquez (2026). Fuente: BCRP (2025); Devida (2025); PNP (2021; 2022; 2023; 2024; 2025); 
OSINFOR (2024); SERFOR (2021; 2022; 2023; 2024); MINEM (2025); SUNAT (2025); MININTER (2021; 2022a; 2023; 2024; 2025); INEI 
(2025); UIF – SBS (2025); JNE (2025); ONPE (2024).
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3.2. Análisis cualitativo sobre amenazas del 
crimen organizado a las elecciones

Los datos cuantitativos dan cuenta de un panorama general, pero 
parcial, de la situación del crimen organizado y las economías 
ilegales en las regiones del Perú. Sin embargo, el conocimiento 
experto permite una aproximación complementaria para evaluar 
el riesgo y situación de estos fenómenos en relación al desarrollo de 
las elecciones. A partir de la Herramienta 2 [H2], el análisis se 
realizó con seis paneles agrupados en torno a seis grupos de 
regiones (para el análisis individual de cada región dentro del 
conjunto). Para ello cada experto analizó los datos cuantitativos, se 
estableció un espacio de diálogo y análisis por cada región, y se 
generó una valoración de tres momentos.

Primera valoración (sobre la afectación al proceso electoral): Se buscó valorar 
el nivel de riesgo que el crimen organizado y las economías ilegales 
generen interferencias en procesos electorales. Se discutió la escala 
de gravedad y la escala de probabilidad de ocurrencia de la 
afectación del crimen organizado (la violencia del crimen 
organizado y las economías ilegales), en torno a: i) la incorporación 
de candidatos asociados al crimen organizado en listas electorales; 
ii) la inyección de dinero de ilegal en campañas; iii) la coacción, 
compra de votos para restringir y orientar el sufragio; iv) acciones 
para impedir la instalación de mesas, bloqueo del suministro de 
material electoral. Para ello se usó una escala (Tabla 5) cuyo 
resultado se organiza por región (Tabla 6).

Tabla 5. Escalas para nivel de riesgo de afectación del crimen 
organizado al proceso electoral [H2]
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Segunda valoración (sobre la importancia de las economías ilegales y la violencia 
en el nivel de riesgo considerado). Se busca valorar nivel de importancia 
de las economías ilegales o de la violencia en la interferencia a los 
procesos electorales, considerando cuatro economías ilegales y dos 
formas de violencia. Para ello se analiza con el panel de expertos el 
nivel de riesgo asignado a cada región, por cada variable de 
afectación del proceso electoral y se discute y analiza la 
importancia de cada forma de violencia y economía ilegal 
(considerando que estas pueden manifestarse de manera diversa en 
cada región). Para ello se usa una escala de valoración (Tabla 6) y 
se colocan los resultados según la numeración de la escala por cada 
tipo de violencia o economía ilegal (Tabla 7). 

Tabla 6. Escala para nivel de importancia de las economías ilegales 
o de la violencia del crimen organizado en el nivel de riesgo al 

proceso electoral [H2]

Elaborado por Mujica, Zevallos Trigoso & Campos-Vásquez, 2026.

Fuente: Instituto de Criminología/Instituto de Estudios Peruanos (2025). 
Elaborado por Mujica, Zevallos Trigoso & Campos-Vásquez, 2026.
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Tercera valoración (valoración general por región y análisis de actores y 
contextos). Se busca valorar nivel riesgo general de la región (usando 
la escala de importancia de la Tabla 6), para tener una visión 
amplia del contexto. Asimismo, se busca analizar el tipo de 
organizaciones o actores asociados al crimen organizado que 
podrían afectar el proceso electoral y las áreas más relevantes. Esto 
permite una lectura del tipo de amenaza general en la región 
(Tabla 8) y permite establecer ciertas tendencias, tanto para 
estudiar el tipo general de amenazas, como la importancia de estas 
en las elecciones. 
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Tabla 7. Valoración del panel de expertos sobre las amenazas del crimen organizado a los procesos electorales 
por región [H2]

Elaborado por Mujica, Zevallos Trigoso & Campos-Vásquez, 2026.
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Tabla 8. Valoración regional del panel de expertos sobre la amenaza del crimen organizado a los procesos 
electorales, actores y espacios [H2]
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Elaborado por Mujica, Zevallos Trigoso & Campos-Vásquez, 2026.
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Mapa 1. Nivel general de amenaza del crimen organizado al 
proceso electoral por región

Elaborado por Mujica, Zevallos Trigoso & Campos-Vásquez, 2026.
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Los resultados del análisis cualitativo generan una visión general 
con varios ejes. La lectura de intensidad debe considerar, sin 
embargo, algunos elementos. Por un lado, se trata de un enfoque 
general sobre cada región, de modo que no captura las 
particularidades de cada provincia y distrito, lo que es 
determinante para analizar el peso e importancia de las economías 
ilegales, movimientos políticos, representaciones locales y 
capacidades de presión. La visión general sobre la región, sin 
embargo, permite establecer un baremo que señala una alta 
importancia del crimen organizado y de las economías ilegales en 
varios ejes. El eje de la costa norte (asociado a un corredor 
portuario, la ruta de comercio con Ecuador, y un área clave para el 
embarque de diversos commodities ilegales). El eje sur, con áreas 
en la frontera con Bolivia, que tiene un desarrollo análogo, puntos 
de producción y comercio de commodities ilegales. El eje 
amazónico que, pese al carácter eminentemente rural del 
territorio, tiene un amplio desarrollo de las economías ilegales, y 
genera diversos tipos de presión y representación de las economías 
ilegales. Asimismo, el eje configurado por Lima y Callao concentra 
el flujo central del dinero y el eje administrativo y logístico de 
diversas economías ilegales y organizaciones criminales. 

El inventario de variables y el análisis cualitativo genera una lectura 
que no debe ser confundida ni interpretada como el tamaño, 
importancia o desarrollo de la violencia criminal, la inseguridad, o 
el crimen organizado. Sino del impacto posible de este respecto al 
desarrollo de las elecciones. El resultado, por ende, no es una 
evaluación cualitativa del crimen organizado, sino de la 
interferencia o impacto en las elecciones según las variables 
consideradas. El resultado cuantitativo muestra una importante 
presencia de la violencia y de las economías ilegales en varias 
regiones del país, muchas de las cuales han crecido o se expanden 
territorialmente. El análisis cualitativo muestra que hay un 
importante conjunto de espacios que son altamente permeables a 
esas economías e intereses, y que configuran escenarios 
problemáticos para el desarrollo 
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4. DISCUSIÓN 
Sobre la limitada presencia de la violencia selectiva a candidatos en los procesos 
electorales. Si bien en ciertas regiones (sobre todo amazónicas) se 
reporta casos de homicidios selectivos y casos de homicidio a 
representantes de organizaciones locales (organizaciones 
indígenas, medioambientales, entre otras) no parecen asociarse 
directamente a procesos electorales o a mecanismos de coacción 
partidaria. A diferencia de la relativa relevancia y visibilidad de la 
violencia letal, las extorsiones, amenazas y secuestros a partidos y 
candidatos en otros países de América Latina, en las regiones 
peruanas estas formas de violencia no parecen ser recurrentes en 
las dinámicas políticas; aparecen de manera ocasional y sin 
reportes de sistematicidad. 

Sobre los casos de compra de votos, coacción para restringir o impedir el sufragio.
Si bien hay casos registrados en algunas localidades específicas y en 
algunos procesos electorales, no es posible establecer un patrón, un 
área geográfica relevante, o un mecanismo sistemático de 
direccionamiento claro de las elecciones, coacción directa, uso de 
amenazas a la población, uso de restricciones o formas de extorsión 
en torno al voto. Esto no significa que estas situaciones no existan 
a nivel local, pero señala que no son reconocibles como el principal 
punto de amenaza y no parecen ser determinantes a nivel regional. 
De modo análogo, existen algunos casos, sin agrupación geográfica 
o sistematicidad, de acciones del crimen organizado dirigidas a 
impedir la instalación de mesas, bloqueo del suministro de material 
electoral. Si bien los casos que se reportan o declaran pueden 
representar una amenaza, pocos de estos pueden asociarse al 
crimen organizado (sino más bien a conflictos sociales u otras 
formas de gestión de intereses). 

La gran importancia de la inyección de dinero asociado a las economías ilegales 
en campañas políticas. La presencia de economías ilegales es 
particularmente relevante en varias regiones del país. Esto implica 
eslabones extractivos y productivos (como la presencia de hoja de 
coca y cocaína en la franja amazónica, o la dinámica minera en la 
franja de los andes sur, norte y formas aluviales en la Amazonía 
sur), eslabones de transporte de commodities y productos ilegales 
(en las rutas desde las áreas de frontera hacia la red de carreteras y 
caminos costeros), eslabones de exportación (en las fronteras 
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terrestres y en los diversos puntos portuarios de la costa). Este 
amplio sistema moviliza y permea cantidades relevantes de dinero 
que ingresan al sistema bancario y financiero de manera constante 
(Mujica et al., 2026a; Instituto de Criminología, 2025). Este asunto 
es particularmente importante, pues no solo se reporta una alta 
presencia de flujos de dinero de origen ilegal en varias zonas del 
país (con un porcentaje detectado por la Unidad de Inteligencia 
Financiera), sino que se registran decenas de casos de relaciones 
entre dinero ilegal, campañas y candidatos. El asunto del dinero, 
sin embargo, se configura como la consecuencia de una estructura 
de presión y presencia de economías ilegales, y no como la causa 
del problema. De modo que es importante considerar la 
financiación de candidatos y partidos como un elemento visible de 
una estructura más compleja.

¿Infiltración o representación? Los datos y el análisis de los paneles 
señalan un tema común y constante: el dinero de las economías 
ilegales financiaría diversos candidatos y campañas electorales. De 
modo que i) se presume una relación relevante entre el tipo de 
economía ilegal en ciertas regiones, y el tipo de agenda de intereses 
a financiar y de candidatos que llevan esas agendas. De modo que, 
por ejemplo, en contextos con amplia extensión de la economía de 
la minería ilegal de oro, amplios contingentes de trabajadores, 
proveedores de servicios directos e indirectos, se presentan clara y 
abiertamente candidatos con agendas asociadas a ese tipo de 
economía. De manera análoga, este tipo de relaciones aparece con 
otros commodities y productos (contrabando, oro, madera, coca, 
entre otros).  ii) Esto genera una relación coherente: un tipo de 
dinámica económica que tiene relevancia en una región genera 
representantes dispuestos a gestionar intereses asociados a ese 
espacio y economía. De hecho, lo irracional sería que en un 
contexto de minería ilegal, se genere un representante que gestione 
intereses en contra de la minería ilegal. 

Representar intereses de las economías informales e ilegales. El Perú reporta 
que cerca de 7 de cada 10 empleos son informales (INEI, 2024), y 
se estima que 1 de cada 10 trabajadores de la PEA están directa o 
indirectamente relacionados a actividades de la cadena de 
suministro de alguna economía ilegal (Instituto de Criminología, 
2025). Esto es coherente con los datos sobre la economía 
sumergida, que señalan que alrededor de tres cuartas partes de la 
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economía estaría relacionada con actividades ilegales e informales 
(Vulletin, 2008; Escobar, 2008; 2010; Machado, 2014). A su vez, es 
coherente con el tamaño de los commodities ilegales en gran parte 
de las regiones. Por ende, no es extraño interpretar que esa 
magnitud genera intereses, y esos intereses demandas, y esas 
demandas representaciones políticas. Lo relevante no es que no se 
establece una ruta de confrontación y oposición directa con el 
Estado, sino una ruta de gestión de intereses y representación, que 
se incorpora en el proceso electoral y, por ende, en la lógica de 
representación; financia candidatos, movimientos y hasta partidos. 
Con un tamaño tan grande de la informalidad y de la ilegalidad, lo 
extraño sería que eso no sucediera. El crimen organizado y las 
economías ilegales. En las regiones con presencia de commodities 
ilegales, o con eslabones de la cadena de suministro relevantes de 
las economías ilegales (producción, comercio local, transporte, 
exportación) se interpreta una alta probabilidad de movilización de 
dinero ilegal para financiar campañas y candidatos. Esto es 
particularmente relevante, pues la relación no se marca en torno a 
la disposición de la violencia (homicidios, extorsiones, secuestros), 
sino a la presencia de eslabones de la cadena de las economías 
ilegales y al flujo de dinero asociadas a estas dinámicas. Así, el 
crimen organizado que se relaciona a amenazas al proceso 
electoral (entendido en torno a la presencia de organizaciones 
criminales) parece tener menos énfasis en los delitos predatorios, 
administración de la violencia, o gestión del control territorial 
(asociado a bandas), y se relaciona más al interés de gestionar el 
poder político, y a la presión económica, de las cadenas de 
suministro ilegales. 
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5. CONCLUSIONES
Los resultados del estudio muestran dos planos de riesgos. i) Por un 
lado, un limitado riesgo operativo de que se impida la realización 
de las elecciones o se elimine competidores de manera violenta. Los 
resultados de los paneles señalan que se estima un riesgo acotado 
relacionado al uso de la violencia selectiva y de atentados contra 
candidatos en los procesos electorales; asimismo se interpreta una 
limitada posibilidad de bloqueo del material electoral o del 
desarrollo de comicios. Sin embargo, a pesar de que las 
interpretaciones realizadas, señalan la violencia no representar aun 
una barrera operativa para el proceso electoral, se señala que 
puede llegar a ser mayor y más visible que en procesos anteriores 
(sobre todo en áreas con presencia de economías ilegales). 

Por otro lado, ii) se identifica un riesgo asociado a la naturaleza de 
los competidores del proceso. Los datos y resultados del análisis de 
los paneles señalan un alto riesgo y amenazas desarrolladas y 
sistemáticas de incorporación de dinero proveniente de economías 
ilegales en la financiación de campañas y candidatos, así como la 
participación de candidatos que representan estos intereses. Se 
identifican cuatro ejes clave como áreas con una alta probabilidad 
asociada: el corredor de la costa norte (Tumbes, Piura, 
Lambayeque y La Libertad); el eje de los andes sur (Puno, Tacna); 
la franja amazónica (Loreto, Ucayali, Madre de Dios); y el eje del 
centro (Lima y Callao). Esto se asocia a la presencia de diversos 
eslabones de la cadena de suministro y un amplio contingente de 
personas que realizan funciones directa o indirectamente alrededor 
de estas economías. Esto genera un escenario en el que, más que 
una interferencia ocasional, o la “infiltración” de estos intereses, se 
desarrolla un espacio de potencial representación y de gestión 
abierta de intereses de las economías ilegales en procesos políticos 
y elecciones, o de posible negociación con los intereses ilegales. 
Esto, sin embargo, requiere un análisis a nivel local, lo que 
permitiría comprender esta relación con mayor nivel de precisión. 
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